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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO HA SOLICITADO AL JUEZ / IMPROCEDENCIA. “Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que se le exige el cobro de un arancel judicial para poder tener acceso a la acción popular que se encuentra en el archivo. (…) De frente a ese derrotero, se advierte que la solicitud del accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.” Y es que nada se advierte, con las copias de la actuación remitidas por el Juzgado, ni se aportó alguna prueba en tal sentido, acerca de que el actor le haya solicitado que proceda en la forma como ahora se reclama, es decir, que se tenga acceso a la acción que se encuentra en el archivo, sin que deba pagar arancel alguno. Solo a partir de la resolución que el funcionario llegue a tomar, podría analizarse si existe alguna omisión susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe al criterio de quien conoce del asunto que, por demás, podría ser susceptible de recurso dentro del trámite que se llegare a imprimir al caso.”.
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Acta N° 217 de abril 27 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y AUDIFARMA SA.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad y al agente del Ministerio Público, por la vulneración de los derechos fundamentales “a las garantías procesales, debido proceso, art 13 CN”. 
Aduce que: “He solicitado el desarchivo de la acción popular #2015-127 empero el despacho se Niega a desarchivar y me exige que pague el valor del desarchivo olvidando que la acción popular es una Acción Constitucional donde No se cobra el desarchivo” –sic- , y que el procurador delgado no garantiza sus derechos dentro del asunto.

Pidió, por tanto, que se ordene al juzgado desarchivar la acción popular de la referencia amparado en el artículo 6 de la Ley 270, modificado por la Ley 1285; que el Procurador indique en qué ha consistido su actuar y si ha hecho efectivas sus garantías procesales o si incumple las Leyes 734 y 472; que se aporte copia de esta demanda a la acción popular.





Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
El Juzgado hizo remisión de las copias solicitadas. La Procuradora Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos.  Por medio de apoderada judicial AUDIFARMA SA, expresó, en resumen, que la acción se torna improcedente al no explicar en qué consiste la violación por el hecho que denuncia; debe respetarse la independencia del juez; al parecer actúa de mala fe y con temeridad por la indiscriminada promoción de acciones de tutela; y no carece de recursos para el pago que se le exige.

  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que se le exige el cobro de un arancel judicial para poder tener acceso a la acción popular que se encuentra en el archivo.

  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, se advierte que la solicitud del accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Y es que nada se advierte, con las copias de la actuación remitidas por el Juzgado, ni se aportó alguna prueba en tal sentido, acerca de que el actor le haya solicitado que proceda en la forma como ahora se reclama, es decir, que se tenga acceso a la acción que se encuentra en el archivo, sin que deba pagar arancel alguno.
  



Solo a partir de la resolución que el funcionario llegue a tomar, podría analizarse si existe alguna omisión susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe al criterio de quien conoce del asunto que, por demás, podría ser susceptible de recurso dentro del trámite que se llegare a imprimir al caso.  
 


 
Por consiguiente, se declarará la improcedencia anunciada. Y por esa misma senda, recaerá lo relacionado con el Ministerio Público, porque ninguna prueba acredita que antes de acudir a esta especial vía, se le haya elevado alguna petición relacionada con la cuestión que se plantea en el libelo, sobre su intervención para la defensa de las garantías del actor popular.
 



Por infundada, se negará la solicitud de que se aporte copia de la presente tutela a la acción popular.

  



Se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y el Ministerio Público.
  



Por infundada se niega la solicitud de aportar copias de esta demanda a la acción popular de que da cuenta el mismo libelo.

Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia C-543-92
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